
Fallo

La Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los procedimientos de 
adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios, en particular su artículo 45, apartado 2, párrafo primero, 
letras c), d) y g), y los principios de igualdad de trato y de proporcionalidad deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una 
normativa nacional que permite que el poder adjudicador:

— tome en consideración, con arreglo a los requisitos que él mismo ha establecido, la condena penal impuesta al administrador de una 
empresa licitadora, aun cuando todavía no haya adquirido firmeza, por un delito que afecte a la moralidad profesional de dicha 
empresa, cuando el administrador haya cesado en su cargo en el año anterior a la publicación del anuncio de licitación, y

— excluya a dicha empresa de la participación en el procedimiento de adjudicación del contrato por considerar que, al haber omitido 
declarar la existencia de dicha condena, que aún no ha adquirido firmeza, no se ha desvinculado completa y efectivamente de la 
actuación de dicho administrador.

(1) DO C 232 de 27.6.2016.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta) de 20 de diciembre de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Conseil d’État — Francia) — Eni SpA, Eni Gas & Power France SA, Union 

professionnelle des industries privées du gaz (Uprigaz) / Premier ministre, Ministre de 
l’Environnement, de l’Énergie et de la Mer

(Asunto C-226/16) (1)

[Procedimiento prejudicial — Energía — Sector del gas — Seguridad del suministro de gas natural — 
Reglamento (UE) n.o 994/2010 — Obligación de las empresas de gas natural de adoptar medidas para 

garantizar el suministro de gas natural de los clientes protegidos — Artículo 2, párrafo segundo, 
punto 1 — Concepto de «clientes protegidos» — Artículo 8, apartado 2 — Obligación adicional — 

Artículo 8, apartado 5 — Posibilidad de que las empresas de gas natural cumplan su obligación a nivel 
regional o a nivel de la Unión — Normativa nacional que impone a los suministradores de gas natural una 
obligación adicional de almacenamiento de gas cuyo ámbito de aplicación incluye a clientes que no figuran 
entre los clientes protegidos en el sentido del Reglamento n.o 994/2010 — Obligación de almacenamiento 

que en un 80 % debe satisfacerse en el territorio del Estado miembro de que se trate]

(2018/C 072/12)

Lengua de procedimiento: francés

Órgano jurisdiccional remitente

Conseil d’État

Partes en el procedimiento principal

Demandantes: Eni SpA, Eni Gas & Power France SA, Union professionnelle des industries privées du gaz (Uprigaz)

Demandadas: Premier ministre, Ministre de l’Environnement, de l’Énergie et de la Mer

con intervención de: Total Infrastructures Gaz France (TIGF)

Fallo

1) El artículo 8, apartado 2, del Reglamento (UE) n.o 994/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010, 
sobre medidas para garantizar la seguridad del suministro de gas y por el que se deroga la Directiva 2004/67/CE del Consejo, debe 
interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa nacional, como la del litigio principal, que impone a los 
suministradores de gas natural una obligación de almacenamiento cuyo ámbito de aplicación incluye a clientes que no figuran entre 
los «clientes protegidos» mencionados en el artículo 2, párrafo segundo, punto 1, de ese Reglamento, siempre que se cumplan los 
requisitos establecidos en la primera de estas disposiciones, extremo éste que corresponde verificar al órgano jurisdiccional remitente.
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2) El artículo 8, apartado 5, del Reglamento n.o 994/2010 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional 
que impone a los suministradores de gas natural el cumplimiento de sus obligaciones de tener reservas de gas, para garantizar la 
seguridad del suministro en caso de crisis, necesaria y exclusivamente mediante infraestructuras situadas en el territorio nacional. En 
este caso, corresponde no obstante al órgano jurisdiccional remitente comprobar si la facultad que la normativa nacional atribuye al 
ministro competente de tener en cuenta los demás «elementos de organización» de los suministradores en cuestión garantiza a éstos la 
oportunidad efectiva de cumplir sus obligaciones a nivel regional o a nivel de la Unión Europea.

(1) DO C 251 de 11.7.2016.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 20 de diciembre de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Københavns byret — Dinamarca) — Proceso penal contra Bent Falbert, 

Poul Madsen, JP/Politikens Hus A/S

(Asunto C-255/16) (1)

(Procedimiento prejudicial — Procedimiento de información en materia de normas y reglamentaciones 
técnicas — Legislación nacional que precisa o introduce una prohibición de ofrecer juegos de azar, loterías 
y apuestas que no estén amparados por una licencia y que introduce una prohibición de publicitar juegos de 

azar, loterías y apuestas ofrecidos sin estar amparados por una licencia)

(2018/C 072/13)

Lengua de procedimiento: danés

Órgano jurisdiccional remitente

Københavns byret

Partes en el proceso principal

Bent Falbert, Poul Madsen, JP/Politikens Hus A/S

Fallo

El artículo 1 de la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio de 1998, por la que se establece un 
procedimiento de información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a los servicios de la sociedad 
de la información, en su versión modificada por la Directiva 98/48/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de julio de 1998, 
debe interpretarse en el sentido de que una disposición nacional como la analizada en el litigio principal, que establece sanciones penales 
en caso de comercio de juegos de azar, loterías o apuestas en territorio nacional sin licencia, no constituye un reglamento técnico en el 
sentido de esa disposición, sujeto a la obligación de comunicación en virtud del artículo 8, apartado 1, de esta Directiva. Por el contrario, 
una disposición nacional como la analizada en el litigio principal, que establece sanciones penales en caso de publicidad de juegos de 
azar, loterías o apuestas sin licencia, constituye un reglamento técnico en el sentido de esa disposición, sujeto a la obligación de 
comunicación en virtud del artículo 8, apartado 1, de dicha Directiva, en la medida en que resulte claramente de los trabajos 
preparatorios de esa disposición de Derecho nacional que tenía por objeto y finalidad extender a los servicios de juegos de azar en línea 
una prohibición preexistente de hacer publicidad, extremo éste que corresponde verificar al órgano jurisdiccional nacional. 

(1) DO C 251 de 11.7.2016.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Cuarta) de 20 de diciembre de 2017 — Binca Seafoods GmbH / 
Comisión Europea

(Asunto C-268/16 P) (1)

[Recurso de casación — Reglamento (CE) n.o 834/2007 — Producción y etiquetado de productos 
ecológicos — Reglamento (CE) n.o 889/2008 — Reglamento de Ejecución (UE) n.o 1358/2014 — Interés 

en ejercitar la acción — Concepto de «beneficio personal»]

(2018/C 072/14)

Lengua de procedimiento: alemán

Partes

Recurrente: Binca Seafoods GmbH (representante: H. Schmidt, Rechtsanwalt)
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